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6. MENORES EN SITUACIÓN DE ESPECIAL VULNERABILIDAD

El equipo Técnico Provincial ha solicitado al principio del curso un segundo profesional para la 
atención de este alumnado pendiente de aprobación por parte de Consejería. Este nombramiento 
no ha tenido lugar. Para colmo la única monitora con la que contaban se había dado de baja por 
incapacidad temporal y para la sustitución les informaban de que no se realizaría en un plazo inferior 
a 40 días. Estos alumnos con necesidades tan especiales se encontraban desatendidos y sin recibir 
la atención que requerían. Solicitaban nuestra colaboración para que esa vacante se cubriera en el 
menor tiempo posible.

3.2.2.3 Vivienda

La necesidad de vivienda es, como todos los años, una de las principales cuestiones de consulta en la 
Institución. Más de 1.600 consultas se han recibido este año en relación a esta problemática, de las 
que en cerca de 500 casos había menores involucrados. 

El drama de los desahucios y lanzamientos de vivienda es un problema de difícil solución. Las 
personas acuden manifestando que no tienen un hogar para vivir con su familia, que llaman a 
distintas administraciones y no se les ofrecen soluciones, llegando a pedir orientación sobre qué 
les pasaría si ocuparan una vivienda. Nos trasladan la imposibilidad de encontrar un alquiler que 
puedan pagar con sus escasos ingresos, la falta de alquileres sociales y el miedo a verse expulsados 
de sus viviendas o a no recibir las ayudas que están esperando. 

En este año 2020, la crisis sanitaria y económica causada por la pandemia ha puesto más de relieve 
este grave problema que llevamos denunciando en nuestra Institución desde hace un par de décadas.

La insuficiente oferta del mercado de alquiler de vivienda, la falta de un parque público de viviendas, 
la profusión de alojamientos turísticos en las grandes ciudades, la subida de los precios del alquiler 
y la pérdida del poder adquisitivo de los salarios, junto con unas políticas de vivienda que se han 
revelado insuficientes, tienen como consecuencia que un gran número de hogares andaluces no 
puedan acceder a una vivienda digna y adecuada. 

Esta situación se manifiesta sobre todo en la población más vulnerable ya que la vivienda constituye 
una necesidad básica en la vida de cualquier persona y aunque, tanto la Constitución española en 
su artículo 47, como nuestro Estatuto de Autonomía de Andalucía en el artículo 25 contemplan el 
derecho a una vivienda digna y adecuada, estamos lejos de poder decir que se cumpla. 

En el mes de octubre una señora nos contaba con desesperación que había sido desahuciada el 
pasado 21 de octubre. Tenia un hijo menor de edad, convivía en aquellos momentos con su hermana 
y las relaciones eran conflictivas debido a que la vivienda sólo contaba con dos dormitorios y ella y 
su hijo debían dormir en el salón. Había acudido a los Servicios Sociales municipales, a la Alcaldía, a 
la empresa municipal de la vivienda y estaba incluida en el Registro Municipal de Demandantes de 
Vivienda, pero nadie le solucionaba el problema.

Este año hemos atendido más de 300 consultas de personas que iban a ser desahuciadas, la mayoría 
familias con menores a su cargo y en riesgo de exclusión social y que tras el desahucio no tenían 
posibilidad de alquilar una nueva vivienda, ya fuera por falta de ingresos o por los precios de unos 
alquileres que no podían afrontar o debido a que no había nadie dispuesto a alquilar una habitación. 

A pesar de la suspensión de los desahucios y lanzamiento de viviendas durante el estado de alarma 
cuando afectaban a personas arrendatarias vulnerables sin alternativa habitacional, reguladas por 
el Real Decreto-ley 11/2020 de 31 de marzo, han sido muchas las que se ven amenazadas por dichas 
medidas, hecho que se puso de manifiesto en multitud de llamadas producidas entre octubre y 
diciembre y que siguen pendientes de orden de desahucio por ejecutar. 

Otra arista de este problema de necesidad de vivienda es la de las personas que ocupan viviendas 
sin título. En la consulta 20/13532 la mujer que se puso en contacto con nosotros dijo que padecía 
una enfermedad crónica, su unidad familiar estaba compuesta por sus dos hijos y su pareja, que 
también sufría una discapacidad. Siempre según ella, por diversos motivos familiares y económicos 
ocupó una vivienda en Málaga. Al parecer les habían visitado representantes de AVRA para poder 
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regularizar la ocupación de la vivienda y estaba recopilando toda la documentación que les habían 
exigido. Acudía a esta Institución para que le ayudáramos a regularizar el uso de la vivienda. 

Ante la falta de oferta de vivienda pública en régimen de alquiler, una solución que se propone por 
parte de las Administraciones Públicas es ofrecer unas ayudas en materia de alquiler de vivienda, 
enmarcadas dentro de las políticas de fomento del alquiler. Existen distintas ayudas y subvenciones 
para los colectivos con mayores dificultades para acceder a una vivienda y cuyo alquiler mensual no 
supera los 600 euros quedando también la posibilidad de acceder a las ayudas al alquiler a personas 
en situación de vulnerabilidad o con ingresos limitados de la Junta de Andalucía. 

Sin embargo estas ayudas al alquiler de vivienda siguen provocando consultas y protestas de 
los ciudadanos por la mala gestión y el retraso en su tramitación. Y son ya tres ejercicios en los 
que cientos de personas denuncian estos retrasos. 520 personas se han dirigido para plantear la 
cuestión de cuándo van a cobrar esas ayudas debido al retraso que acumulan, falta de información 
sobre la tramitación de los expedientes, desconocimiento sobre si se han podido quedar fuera de la 
convocatoria ya que, aunque cumplen con los requisitos, no habían podido presentar la solicitud en 
los primeros días, etc. 

En Octubre de 2020 una persona que estaba a punto de ser desahuciada, nos decía: “Desde el 
pasado mes de marzo no puedo hacer frente al pago de alquiler de mi vivienda de 380 euros mensuales. 
Percibo la Renta Activa de Inserción de 430 euros y mi marido 215 euros de prestación por desempleo. 
Tenemos una hija dependiente. Estamos inscritos en el Registro municipal de demandantes de viviendas. 
Nuestra trabajadora social nos ha ayudado en muchas ocasiones a pagar el alquiler. Solicitamos las 
ayudas al alquiler del año 2018 en el mes de Enero, pero me han dicho que al solicitarlo tan tarde ya no 
hay presupuesto para nosotros. Lo único que sé es que me van a desahuciar y no sabemos a donde ir. 
Necesitamos su ayuda señor Defensor”. 

Hemos buscado antecedentes de esta familia, a la que estamos atendiendo desde el año 2017 en 
que acudieron por primera vez porque el banco les quitó su vivienda al no poder hacerse cargo de 
la hipoteca, debido a que el marido de la interesada quedó en desempleo. Desde entonces transitan 
por un camino de dificultades que amenazan con dejarles de nuevo en la calle. Como bien sabemos, 
el derecho a la vivienda es universal, pero cada vez son más las personas que se ponen en contacto 
con nosotros para hacernos llegar diferentes asuntos y problemáticas respecto a esta. Entre las que 
destacan los desahucios, la dificultad de acceso a una vivienda digna, etc. Asuntos que despiertan 
sentimientos de ansiedad, frustración y desesperación por la imposibilidad de solucionar dichos 
problemas.

Todo esto se ha visto agravado por la COVID-19, debido a que muchas personas han perdido sus 
puestos de trabajo o han visto reducidos sus ingresos, situación que ha impulsado la pérdida de 
la vivienda o un empeoramiento de las condiciones de estas, que les impiden solucionar otros 
problemas que les van surgiendo, afectando a los menores que tengan a su cargo de forma directa.

Pero debemos destacar que las medidas de protección que se tomaron respecto a este tema durante 
el estado de alarma, han hecho que estas circunstancias no sean tan devastadoras para el entorno 
familiar, ya que se han visto protegidos durante el mismo. Aunque es cierto que se encuentran llenos 
de incertidumbre por el qué pasará cuando todo termine.

Si a esto le añadimos el precio de la vivienda y la escasez de vivienda pública la situación empeora 
aún más. Debemos resaltar la demora en la resolución de las ayudas para solventar la situación 
de impago. Respecto a este asunto destacamos la C20/7098 en la que un matrimonio con cuatro 
hijos menores nos cuenta que solicitaron la ayuda al alquiler en diciembre y ahora se ven sin ella. 
Consideran injusta la actuación de la Administración. Disponen de 850 euros de la pensión del marido 
para 6 personas. 

La ciudadana afirma que los servicios sociales no le ayudan por tener ese ingreso y le informan de 
que no tiene derecho a ninguna prestación, a pesar de que ella es parada de larga duración.
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